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EL PUEBLO 
TRIBAL AFRO-
DESCENDIENTE 
CHILENO

La presente minuta contiene antecedentes sobre el pasado y 
presente del Pueblo Tribal Afrodescendiente chileno y su situación 
de exclusión jurídico, política y cultural en el país. También se 
presentan antecedentes del derecho internacional aplicable a 
los afrodescendientes  y a los pueblos  tribales que integran, así 
como el creciente reconocimiento como sujetos de derecho en el 
constitucionalismo latinoamericano.

Esta minuta tiene por objeto aportar elementos que permitan 
el  reconocimiento de su existencia y  derechos en una nueva 
Constitución Política en Chile.
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1. 	 PRESENTACIÓN
El Pueblo Tribal Afrodescendiente chileno es heredero de la sociedad 
afrodescendiente que llegó al actual territorio de Chile en el proceso 
de la trata transatlántica de esclavos africanos hacia América hace 
más de cuatro siglos, durante el período colonial.

Cuando el puerto de Arica se encontraba bajo la administración 
del virreinato del Perú, la población afrodescendiente era muy 
numerosa. Luego de la Guerra del Pacífico, la chilenización de la 
población afrodescendiente provocó su abandonó masivo hacia 
Perú.

A pesar de no ser hasta hoy parte de los censos oficiales, la Encuesta 
de Caracterización de la Población Afrodescendiente de la Región de 
Arica y Parinacota (ENCAFRO) demandada por esta población, estimó 
que en la provincia de Arica habitaban 8.415 afrodescendientes de 
un universo de 179.172 (INE, 2014).

Luego de años de movilización de las organizaciones que los agrupan, 
el 2019 se publicó en el Diario Oficial la Ley Nº 21.151, que “Otorga 
reconocimiento legal al pueblo tribal afrodescendiente chileno” 
(en adelante “Ley Afrodescendiente”), dándose un paso importante 
para la reparación de las injusticias históricas y  así revertir la 
negación  de este pueblo y sus integrantes por el Estado chileno.

No obstante lo anterior, persisten una seria de situaciones de 
racismo y discriminación que les afectan. Entre estas situaciones 
las más graves son aquellas relacionadas con la inexistencia a 
la fecha de una institucionalidad pública que haga efectivo el 
mandato de valorar, respetar y promover la cultura y derechos de 
este pueblo, establecido en la Ley 21.151 y la exclusión del Pueblo 
Tribal Afrodescendiente Chileno de su participación  en el proceso 
constituyente en desarrollo en Chile, por medio del reconocimiento 
de un escaño reservado, como aquellos que fueron establecidos 
para los pueblos indígenas para este proceso.
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2. 	 ESTÁNDARES  
INTERNACIONALES 
APLICABLES AL PUEBLO 
TRIBAL AFROCHILENO

Los derechos de los afrodescendientes y de los pueblos tribales que 
integran han sido reconocidos en distintos instrumentos del derecho 
internacional, así como en la interpretación que de ellos han hecho 
órganos de tratado.  A continuación se destacan los principales 
instrumentos que le son aplicables tanto del Sistema Internacional 
de Derechos Humanos como del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos.

2.1. 	 Sistema Internacional de Derechos 
Humanos

2.1.1. 	El Convenio 169 de la OIT sobre Pueblo Indígenas y 
Tribales en Países Independientes:

El Convenio 169 de la OIT considera como sujetos titulares de los 
derechos colectivos que consagra a los pueblos indígenas y a los 
pueblos tribales en países independientes. Para este Convenio 
los pueblos tribales son aquellos grupos “[…] cuyas condiciones 
sociales, culturales y económicas les [distinguen] de otros 
sectores de la colectividad nacional, y que [están] regidos total 
o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por 
una legislación especial” (art. 1.1 a). Sin perjuicio de lo anterior, con 
el objetivo de evitar arbitrariedades al momento de su aplicación, 
el Convenio 169 especifica que: “[l]a conciencia de su identidad 
indígena o tribal deberá́  considerarse un criterio fundamental para 
determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones del 
presente Convenio” (art. 1.2).
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Derechos de que son titulares los pueblos tribales 
afrodescendientes de acuerdo al Convenio 169 de la OIT

Entre los derechos de los que son titulares, al igual que los pueblos 
indígenas, los pueblos tribales se encuentran aquellos de carácter 
político, incluyendo el derecho de ser consultados frente a medidas 
administrativas y legislativas susceptibles de afectarles directamente 
(art.6. 1 y 2);  de participar en la misma medida que otros sectores de 
la población en la adopción de decisiones en instituciones electivas y 
organismos administrativos (art.6 1.b); y a decidir sus propias prioridades 
en lo que atañe al proceso de desarrollo  y de controlar… su propio 
desarrollo económico, social y cultural (art. 7.1); a que se considere 
su derecho consuetudinario (art.8.1), y a conservar  sus costumbres 
e instituciones propias (art.8.2). También les reconoce derechos de 
propiedad y posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan 
(art. 14.1), estableciendo el deber de los gobiernos de determinar y 
proteger dichas tierras e instituir procedimientos para dar respuesta 
a su reivindicación; derechos sobre sus territorios, los que cubren la 
totalidad del hábitat de las regiones que estos pueblos ocupan o utilizan 
de alguna manera (art. 13.2); así como sobre los recursos naturales que 
se encuentran en sus tierras y territorios, incluyendo en este el derecho 
a participar en la utilización, administración y conservación de dichos 
recursos (art. 15.1). Igualmente establece su derecho a la consulta, la 
indemnización por daño y la participación en los beneficios frente a 
medidas de exploración o explotación en ellos de los recursos minerales 
o del subsuelo u otros recursos de propiedad del Estado (art.15.2). A 
ello agrega el  derecho que tienen a no ser trasladados de sus tierras y 
territorios sin su consentimiento (art.16.1).  

2.1.2. 	La Declaración de Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas (DNUDPI)

Esta Declaración profundiza en los derechos del Convenio 169 al 
agregar el derecho de estos pueblos a la libre determinación, en 
virtud del cual determinan su condición política y persiguen su 
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desarrollo económico, social y cultural (Artículo 3). Dispone además 
que estos pueblos  tienen derecho a la autonomía o el autogobierno 
en  cuestiones internas y locales (Artículo 4). Junto a ello refuerza el 
derecho de los pueblos indígenas a que se recabe su consentimiento 
libre, previo, estableciendo la  obligación de los Estados de obtener 
el consentimiento, no solo  ante el traslado de los pueblos indígenas 
fuera de sus tierras o territorios (Artículo 10), sino también ante 
la eliminación de materiales peligrosos  (Artículo 29) y el uso 
con fines militares de sus tierras y territorios (Artículo 30). En 
cuanto a los derechos territoriales, la DNUDPI dispone también 
que estos pueblos tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y 
controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón 
de la propiedad tradicional o que hayan adquirido de otra forma 
(Artículo 26.2), así como a la reparación, lo que incluye la restitución 
o la indemnización por aquellas que les hayan sido confiscadas o 
tomadas sin su consentimiento (Artículo 28). También en materia 
de derechos culturales, la DNUDPI  agrega  el derecho a desarrollar 
sus tradiciones, costumbres y ceremonias espirituales y religiosas 
y  mantener y proteger sus lugares religiosos y culturales  (Artículo 
12. 1); a revitalizar y utilizar sus historias, idiomas, tradiciones 
orales (Artículo 13); y a su patrimonio cultural y sus conocimientos 
tradicionales y a la propiedad intelectual sobre estos (Artículo  31).

2.1.3. 	Comité para la Eliminación de Discriminación 
Racial de Naciones Unidas y los afrodescendientes

Para poner fin a la discriminación estructural que afecta a los 
afrodescendientes, el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial en su Recomendación General Nº 34 sobre “Discriminación 
racial contra Afrodescendientes”, de 2011, considera que es 
necesario adoptar urgentemente medidas especiales (acciones 
afirmativas), como dispone la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (arts. 1, 
párr. 4, y 2, párr. 2). 
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Medidas a ser adoptadas por los Estados en favor                          
de los afrodescendientes (CERD, 2011)

Entre estas medidas se encuentran aquellas contempladas en su Título IX, 
relativas a los “Derechos civiles y políticos”, que consisten en:

“42. Garantizar que las autoridades, a todos los niveles del 
Estado, respeten el derecho de los miembros de comunidades de 
afrodescendientes a participar en las decisiones que les afecten.

43. Tomar medidas especiales y concretas para garantizar a los 
afrodescendientes el derecho a participar, votar y ser candidatos en 
elecciones celebradas mediante sufragio igual y universal, y a estar 
debidamente representados en todos los órganos de gobierno. 

44. Promover la sensibilización de los miembros de las comunidades 
afrodescendientes respecto de la importancia de su participación activa 
en la vida pública y política, y eliminar los obstáculos a esta participación.

45. Tomar todas las disposiciones necesarias, incluidas medidas 
especiales, para asegurar la igualdad de oportunidades de participación 
de los afrodescendientes en todos los órganos de gobierno centrales y 
locales.

46. Organizar programas de formación para mejorar la capacidad 
de formulación de políticas y gestión pública de los funcionarios del 
Estado y los representantes políticos que pertenezcan a comunidades 
afrodescendientes.” (CEDR, 2011, párr. 6).

2.2. 	 Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos

Tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos como la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Corte 
IDH” y “CIDH”, respectivamente) se han preocupado de la situación 
y derechos de los pueblos y comunidades afrodescendientes en las 
Américas.  Así ha señalado que un pueblo tribal es: 
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“Un pueblo que no es indígena a la región [que habita] pero que 
comparte características similares con los pueblos indígenas, como 
tener tradiciones sociales, culturales y económicas diferentes de 
otras secciones de la comunidad nacional, identificarse con sus 
territorios ancestrales y estar regulados, al menos en forma parcial, 
por sus propias normas, costumbres o tradiciones.” (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 2009)

En base a esta identificación, la Corte IDH ha debido ponderar en 
varias oportunidades si un determinado grupo afrodescendiente 
reúne las condiciones para ser considerado como pueblo tribal y si, 
en consecuencia, es titular de los derechos que confiere el Convenio 
169 de la OIT. Si bien son varios los casos en que han reconocido 
derechos a los pueblos y comunidades afrodescendientes 
(Aloeboetoe v. Surinam de 1993, Maiwana v. Surinam de 2005, y 
Saramaka v. Surinam de 2007) el más relevante es este último.

En su sentencia en este último caso, la Corte IDH, junto con 
considerar a la comunidad de Saramaka como un pueblo tribal,  
dispuso como medida de reparación:

“delimitar, demarcar y otorgar título colectivo del territorio de los 
miembros del pueblo Saramaka, de conformidad con su derecho 
consuetudinario, y a través de consultas previas, efectivas y 
plenamente informadas con el pueblo Saramaka, sin perjuicio de 
otras comunidades indígenas y tribales” (Corte IDH, 2007 párr. 
194(a)).  

Asimismo, en la sentencia de interpretación del Caso del Pueblo 
Saramaka Vs. Surinam, la Corte expresó que, dependiendo del nivel 
de impacto que tendrá la actividad que se propone, el Estado podría 
ser requerido a obtener el consentimiento del pueblo Saramaka.
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Así, explicó que:

“cuando se trate de planes de desarrollo o inversión a gran escala que 
podrían afectar la integridad de las tierras y recursos naturales del 
pueblo Saramaka, el Estado tiene la obligación, no sólo de consultar 
a los Saramaka, sino también de obtener su consentimiento libre, 
informado y previo, según sus costumbres y tradiciones” (Corte IDH. 
2007. párr. 134).
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3. 	 LOS AFRODESCENDIENTES 
EN EL CONSTITUCIONALISMO 
COMPARADO EN AMÉRICA 
LATINA

Dada la importancia demográfica de la población afrodescendiente 
en América Latina1, la creciente actoría de los movimientos que 
agrupan a sus pueblos y comunidades, así como la conciencia 
colectiva de su situación pasada y presente de discriminación, 
pobreza y vulnerabilidad, es que en las últimas décadas se ha 
verificado un proceso de reconocimiento normativo de su existencia 
y derechos. Dicho reconocimiento, como veremos, se refiere tanto 
a sus derechos de igualdad y no discriminación individual, como a 
sus derechos colectivos como comunidades o pueblos.

En el primer plano, además de la condena de la discriminación por 
motivos de raza, etnia o color, de sexo y religión contenida en una 
docena de constituciones de países de América Latina (Rangel, 2019), 
las constituciones de cinco países (el Estado Plurinacional de Bolivia, 
Brasil, Colombia, Ecuador y México) reconocen explícitamente a las 
personas afrodescendientes y sus derechos.

3.1. 	 La Constitución  Federal de                        
Brasil de 1988

Brasil fue el primer Estado en la región en reconocer en su 
Constitución Federal de 1988 a los afrodescendientes y a sus 
comunidades (quilombos). En su artículo 215 (inciso 1) establece 
que: “[e]l Estado protegerá las manifestaciones de las culturales 
populares, indígenas y afro brasileñas y los otros grupos participantes 

1	 De acuerdo a estimaciones de CEPAL y UNFPA (2020) basadas en censos oficiales y otras fuentes 
la población afrodescendiente en América Latina  alcanza a un total de 133 millones de un total 
de 641 millones. 
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en el proceso de civilización nacional”. Junto a ello reconoce a 
las personas afrodescendientes pertenecientes a los quilombos 
propiedad definitiva sobre sus tierras, por lo que el Estado debe 
emitirles los títulos respectivos (artículo 68 de las disposiciones 
transitorias).

3.2. 	 La Constitución de Colombia de 1991

Por su parte, Colombia dispuso en su Constitución de 1991 que 
“[e]l Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la 
Nación.” (artículo 7). Refiere específicamente a los afrodescendientes 
al establecer en su  artículo 55 transitorio un plazo de dos años 
para que el Congreso expida “[…] una ley que les reconozca a las 
comunidades negras que han venido ocupando tierras baldías en 
las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico, de 
acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción, el derecho 
a la propiedad colectiva sobre las áreas que habrá de demarcar la 
misma ley”.

3.3. 	 La Constitución de Ecuador de 2008

Asimismo, Ecuador en su Constitución de 2008 afirma en su artículo 
56 su carácter plurinacional al disponer que: “[l]as comunidades, 
pueblos, y nacionalidades indígenas, el pueblo afroecuatoriano, el 
pueblo montubio y las comunas forman parte del Estado ecuatoriano, 
único e indivisible”. En un capítulo especial (cuarto), desarrolla los 
derechos del “pueblo afroecuatoriano”, en un tratamiento conjunto 
con los pueblos y nacionalidades indígenas y el pueblo montubio. En 
dicho capítulo se les garantiza el respeto de sus derechos humanos 
y de sus derechos colectivos, entre los cuales se incluye el derecho 
a desarrollar su identidad, conservar la propiedad de las tierras 
comunitarias (inalienables, inembargables e indivisibles), hacer 
usufructo de los recursos naturales renovables, ser consultados 
sobre la explotación de recursos no renovables, con la posibilidad de 
participar de los beneficios y recibir indemnizaciones (Rangel, 2019). 
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En ella se hacen extensivos al pueblo afroecuatoriano los derechos 
colectivos establecidos en la Constitución y los instrumentos 
internacionales de derechos humanos (Artículo 58). Se establece 
además su derecho a “[…] constituir circunscripciones territoriales 
para la preservación de su cultura” (Artículo 60), las que serán 
reguladas por ley.

3.4. 	 Constitución del Estado Plurinacional de 
Bolivia de 2009

Por su parte, el Estado Plurinacional de Bolivia en su Constitución 
de 2009 reconoció a la población afrodescendiente al señalar en 
su artículo 3 que “[…] la nación boliviana está conformada por la 
totalidad de las bolivianas y los bolivianos, las naciones y pueblos 
indígena originarios campesinos, y las comunidades interculturales 
y afrobolivianas que en conjunto constituyen el pueblo boliviano”. 
Junto a ello hace extensivo al pueblo afroboliviano los mismos 
derechos que a los pueblos indígenas2. Ello al disponer en su artículo 
32 que:  “[e]l pueblo afroboliviano goza, en todo lo que corresponda, 
de los derechos económicos, sociales, políticos y culturales 
reconocidos en la Constitución para las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos”. De importancia especial es la referencia a 
la dotación  de tierras fiscales a las comunidades afrobolivianas que 
no las posean o posean insuficientemente (Artículo 395).

3.5 	 Constitución Federal México de 2019

Finalmente, es importante destacar que en una reciente reforma a la 
Constitución Federal de México el 2019, se reconoció a los pueblos 
y comunidades afromexicanas como parte de la composición 
pluricultural de la nación. Así en su artículo 2º C se estableció que: 

2	  Tales derechos incluyen un conjunto de derechos políticos , territoriales y culturales.
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“Esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades 
afromexicanas, cualquiera que sea su autodenominación, como 
parte de la composición pluricultural de la Nación. Tendrán en lo 
conducente los derechos señalados en los apartados anteriores del 
presente artículo en los términos que establezcan las leyes, a fin de 
garantizar su libre determinación, autonomía, desarrollo e inclusión 
social”.

3.6. 	 Legislación, institucionalidad y políti-
cas referidas a los Afrodescendientes en 
América Latina  

Asimismo, los derechos de los afrodescendientes han sido además 
desarrollados en las legislaciones de numerosos países de la región. 
De acuerdo a CEPAL (2020), 16 países de la región cuentan con 
legislación  especial referida a la discriminación racial, tipificándola 
como delito. La gran mayoría de la cual refiere en forma específica 
a la población afrodescendiente3.

En base a dicha legislación y otras normas específicas, 14 países 
cuentan hoy con una institucionalidad, tanto de carácter específica 
para los afrodescendientes4 o destinadas a  abordar más ampliamente 
la lucha contra la discriminación racial (CEPAL y UNFPA, 2020). 
Muchas de ellas cuentan con la participación de representantes de 
las comunidades u organizaciones afrodescendientes.

Finalmente, cabe hacer una mención especial a las políticas 
desarrolladas por diversos estados de la región en relación a las 
tierras de comunidades afrodescendientes. Aunque insuficientes en 
sus avances, destacan en este sentido los casos de Colombia,  Brasil, 
Nicaragua y Honduras.

3	 De acuerdo a CEPAL y UNFPA (2020) se exceptúan en este sentido Cuba, Haití y República 
Dominicana.

4	 De acuerdo a Rangel (2019) es el caso de Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Panamá y Perú.
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4. 	 RECOMENDACIONES
 
Teniendo presente los estándares del derecho internacional 
aplicables, la experiencia constitucional latinoamericana y su 
propia experiencia de discriminación, es que el Pueblo Tribal 
Afrodescendiente Chileno ha formulado un pliego de peticiones 
conteniendo sus principales demandas a la Convención 
Constitucional. A continuación se incluyen las principales de 
demandas contenidas en dicho pliego:

•	 Estado Plurinacional: el proceso constituyente es el momento 
clave para que se reconozca políticamente la existencia de los 
pueblos indígenas y del pueblo tribal afrodescendiente chileno, 
su autodeterminación, culturas, como parte de la convivencia e 
identidad histórica del país, en el marco del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos como sujetos colectivos, esto además, 
permitirá dar un gran giro desde un estado centralista a un 
estado moderno, inclusivo, descentralizado y verdaderamente 
democrático. 

•	 Reconocimiento Constitucional del pueblo tribal 
afrodescendiente chileno: Es necesario como eje normativo 
en el nuevo pacto social del Estado, que permita diseñar la 
institucionalidad, procedimientos y garantías indispensables para 
desarrollar las obligaciones del Estado y el cumplimiento de los 
derechos colectivos del pueblo y de los derechos individuales de 
sus integrantes, instalando la capacidad de incidir principalmente 
como colectivos en los derechos políticos, económicos, 
territoriales y culturales que  correspondan. 

•	 Mecanismos de participación vinculantes: Tenemos conciencia 
que somos parte de los grupos excluidos y marginados de los 
espacios de poder, todavía  seguimos experimentando el racismo, 
el sexismo, la discriminacíon por género, la estigmatización y 
la pobreza, por ellos, propiciamos que  el Estado corrija estas 
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exclusiones a través de cuotas, escaños reservados u otros 
similares en cada poder del Estado para dar garantía plena de 
participación a los y las afrodescendientes.    

•	 Ajustar el ordenamiento jurídico interno a la norma 
internacional: Se debe exigir que el Estado ratifique y aplique 
a plenitud los acuerdos internacionales en materia de Derechos 
Humanos; convenciones, declaraciones, pactos y planes de acción 
en diversas temáticas a nivel de pueblos indígenas y tribales, 
medio ambiente y biodiversidad, género, infancia, etc. En el marco 
del Pueblo Tribal   afrochileno, la convención interamericana 
contra el racismo, la declaración y plan de acción de Durban, la 
declaración universal de los afrodescendientes, el convenio 169 
de la OIT sin los decretos N°66 y 40 son fundamentales para el 
derecho y participación plena de dichos pueblos. Que todos estos 
instrumentos que Chile ha ratificado tengan rango constitucional 
para una efectiva aplicación.

•	 Incorporar al pueblo tribal afrodescendiente chileno al catálogo 
de garantías constitucionales: Adoptar medidas especiales 
para el ejercicio efectivo de los derechos humanos y libertades 
fundamentales, determinar medidas que promuevan el pleno goce 
de los derechos sociales, económicos y culturales, respetando su 
identidad social, patrimonio. 

•	 Territorio ancestral: Definimos como territorios ancestrales  
aquel que nace  desde las luchas de las personas esclavizadas 
descendientes de africanos, los cuales hace más de 400 años 
establecieron comunidades y diversos procesos sociales 
colectivos ligados a la tierra,  son aquellos espacios donde las 
familias negras se asentaron y desarrollaron un importante 
patrimonio cultural y natural, la espiritualidad, las costumbres y 
tradiciones en interacción con las culturas  originarias existentes, 
son los espacios donde actualmente resistimos (Pueblo Tribal 
Afrodescendiente Chileno, 2021).  
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